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 PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 739/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: ********** **********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN DE ECOLOGÍA Y ASEO PÚBLICO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ E INSPECTOR **********, ADSCRITO A LA CITADA DIRECCIÓN DE ECOLOGÍA Y ASEO PÚBLICO.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a seis de enero de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 739/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el trece de agosto de dos mil diecinueve, compareció el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada **********,**********para demandar la nulidad del acto y respecto de las Autoridades que enseguida se precisan:

Autoridades Demandadas: 

· Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

· Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
De dichas Autoridades, la Actora impugna lo siguiente: 

· La Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, levantada por Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
II.- Por acuerdo de diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas del día diez de octubre de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni de sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente formuló alegatos la parte actora, no así las autoridades demandadas, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 056 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el C. **********, con el carácter de representante legal de la persona moral denominada **********, hoy actora, cuya representación legal la acredita con la copia certificada del Instrumento Notarial número noventa y tres mil trescientos noventa y tres, del tomo milésimo nanocéntesimo septuagésimo quinto, del protocolo a cargo del Licenciado **********, adscrito a la Notaria Pública No. 14, con ejercicio en esta Capital, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 023 a 034.
De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. **********, en su calidad de Director de Ecología y Aseo Público del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por sí y como Superior Jerárquico del Inspector **********, adscrito a la Dirección antes citada, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folio 078 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, la autoridad demandada al formular la contestación a la demanda, aduce la “EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN AD CAUSAM”, así como la actualización de la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que la parte actora carece de interés jurídico o legitimo para impugnar la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, ya que la sanción impuesta se dirige al establecimiento con giro de discoteca y razón social “**********”, sin embargo, en el presente juicio comparece el C. **********, como apoderado de la persona moral denominada “**********”, sin que acredite contar con la representación de la moral sancionada, ni señala la relación que guarda con ella, por lo que con las constancias que ofrece únicamente acredita la existencia del acto administrativo de que se duele y la representación de la moral denominada “**********”, mas no de la diversa afectada; por lo que debe sobreseerse el juicio de conformidad con la fracción II del artículo 229 del propio Código.

Al respecto la parte actora en su escrito de alegatos, sostiene que la autoridad demandada confunde el concepto de “Nombre Comercial”, con el de “Razón Social”, pues mientras el primero, es el signo distintivo susceptible de representación gráfica que identifica a una empresa en el tráfico comercial y que sirve para distinguirla de las demás empresas que desarrollan actividades idénticas o similares; el segundo concepto, constituye el atributo legal de la moral, el cual figura en la escritura o el documento donde consta la creación de la misma, y se define como la denominación por la cual se conoce colectivamente una empresa, es decir, se trata de un nombre oficial y legal que aparece en la documentación constitutiva de la persona jurídica correspondiente. 
En ese tenor, señala que “**********”, es la razón social (materia jurídica) de la empresa “**********”, (materia mercantil), es decir, este último es el nombre comercial de la referida sociedad, hecho que desvirtúa la falta de legitimación aludida por la demandada, y por ende resulta falso que “**********”, sea la razón social del establecimiento ubicado en: **********; lo anterior, pues basta con la revisión a la documentación presentada al inspector, consistente en los recibos de pago números ********** y **********, así como la Licencia de Ecología año 2019 a nombre de “**********”, para concluir que la razón social de la empresa “**********”, es “**********”, ya que de lo contrario no existiría razón alguna para que la Tesorería y la Dirección General de Ingresos del Gobierno Municipal de San Luis Potosí, le haya expedido una Licencia de Funcionamiento, de Uso de Suelo y de Ecología a la discoteca “**********”, a nombre “**********”, de ahí que se observa el dolo con el que actúa la autoridad enjuiciada al manifestar la falta de legitimación del promovente, con el previo conocimiento de que la razón social de la referida discoteca es la persona moral “**********”, al ser ella quien recibió los citados enteros y la Licencia de Ecología año 2019.
A juicio de la Primera Sala Unitaria, las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas valer por la autoridad demandada son infundadas, en atención a las siguientes consideraciones:

De las constancias que obran en autos, si bien se aprecia que en la resolución impugnada se alude al establecimiento con giro de discoteca “**********”, ubicado en **********, también cierto lo es, que en dicha resolución se hizo constar que se presentó diversa documentación por parte del citado establecimiento, consistente en: “Recibos entero ********** y **********, que acredita pago de licencia al (ilegible) año 2019”, documentos que obran en autos a folios 100 y 101, y los cuales no fueron objetados por la autoridad demandada, por lo que hacen prueba plena en términos de lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de una reproducción de un documento público; 

Luego del contenido de dichas documentales, se advierte el pago realizado ante la Tesorería del Gobierno del Municipio de San Luis Potosí, el día 07 de febrero de 2019, correspondiente a la Licencia de Funcionamiento y de Uso de Suelo para el año 2019, respecto del establecimiento con domicilio en: “**********”, y con nombre o razón social “**********”, de donde se colige como alude la impetrante, que la referencia a la discoteca “**********”, la cual se ubica en la **********, de esta Ciudad Capital, y que es materia de la infracción consignada en el acto combatido de quince de junio de la presente anualidad, sólo constituye el nombre comercial de la negociación mercantil denominada “**********”, pues aquélla sólo tiene por objeto dar a conocer al público consumidor o usuario su ubicación y el reconocimiento del tipo establecimiento comercial, para distinguirlo de los de su especie, a través de particularizar los términos originales que lo identifican, contrario a su denominación social (**********), que surge como un elemento de la personalidad de dicha persona moral, como se desprende de la copia certificada del Instrumento Notarial número noventa y tres mil trescientos noventa y tres, del tomo milésimo nanocéntesimo septuagésimo quinto, del protocolo a cargo del Licenciado **********, adscrito a la Notaria Pública No. 14, con ejercicio en esta Capital, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 023 a 034, es decir, constituye un atributo a partir del cual se puede identificar a la sociedad como sujeto de derechos y obligaciones, tal como lo es, precisamente el pago de los derechos de las licencias de mérito, pues respecto de dicha negociación mercantil, se actualiza la citada obligación de entero, independientemente de su nombre comercial a través del cual se da a conocer al público consumidor o usuario.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia PC.I.A. J/19 A (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Décima 

Registro: 2007353 

Instancia: Plenos de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo II 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: PC.I.A. J/19 A (10a.) 

Página: 1413 

“NOMBRE COMERCIAL. PARA ACREDITAR SU USO EFECTIVO ES INNECESARIO QUE TAL DENOMINACIÓN TENGA VINCULACIÓN CON LA EXISTENCIA DE UN ESTABLECIMIENTO FÍSICO Y QUE SE UTILICE MATERIALMENTE EN ÉL. El uso efectivo de un nombre comercial se presenta cuando en las empresas, establecimientos o negociaciones, como entes comerciales, ya sea virtuales o físicos, que expenden productos u otorgan servicios que aquél distingue, se aplica dicha denominación a éstos y se encuentra vigente en su utilización en el mercado o comercio en el país, bajo la palabra o conjunto de palabras que tienen por objeto dar a conocer al público consumidor o usuario su ubicación y el reconocimiento del tipo de empresas, establecimientos o negociaciones comerciales, industriales o de servicios, para distinguirlos de los de su especie, a través de particularizar los términos originales que los identifican ante el público consumidor o beneficiario, dentro de una zona geográfica definida y del modo que corresponde a los usos y costumbres en el comercio. Ahora bien, de la interpretación de los artículos 105, 106, 107 y 109 de la Ley de la Propiedad Industrial, en relación con el numeral 8 del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, no se advierte que para acreditar el uso efectivo de un nombre comercial por parte de su titular, sea necesario que tal denominación tenga vinculación con la existencia de un establecimiento físico, ni que en éste deba exponerse materialmente, sino solamente precisan que para que el titular de un nombre comercial pueda tener un derecho presumiblemente exclusivo sobre éste, debe acreditar su uso efectivo ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, considerando para ello la zona geográfica en la que se aplica, la clientela efectiva a la que va dirigido, la difusión o el conocimiento del signo respectivo, el giro o la actividad comercial del titular y, en su caso, la publicación que de aquél se haya hecho; considerando que el objeto del nombre comercial consiste en distinguir a las empresas, establecimientos o negociaciones comerciales o industriales o de servicios, como entes de comercio, ya sea físicos o virtuales, para hacerse reconocer en el mercado y diferenciarse de sus competidores, en determinada zona territorial del país, y no sólo como establecimientos, lugares o locales físicos en donde operen los productos que ofrezcan o se presten los servicios correspondientes al objeto comercial de dichos entes.”
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 2/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto, Octavo, Décimo Segundo y Décimo Séptimo, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 7 de julio de 2014. Mayoría de dieciséis votos de los Magistrados Carlos Ronzon Sevilla, Gaspar Paulín Carmona, Pablo Domínguez Peregrina, Clementina Flores Suárez, Adela Domínguez Salazar, Ma. Gabriela Rolón Montaño, María Simona Ramos Ruvalcaba, Homero Fernando Reed Ornelas, Guadalupe Ramírez Chávez, José Antonio García Guillén, Luz Cueto Martínez, Salvador Mondragón Reyes, Carlos Amado Yáñez, Luz María Díaz Barriga, Armando Cruz Espinosa y Carlos Alfredo Soto y Villaseñor. Ausente: Jorge Ojeda Velázquez. Disidente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Ponente: Carlos Alfredo Soto y Villaseñor. Secretario: José Hugo Rojas Monroy.

Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Asimismo, de manera ilustrativa la tesis del tenor siguiente:

Época: Novena 

Registro: 160695 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro II, Noviembre de 2011, Tomo 1 

Materia(s): Civil 

Tesis: I.3o.C.997 C (9a.) 

Página: 621 

“DENOMINACIÓN O RAZÓN SOCIAL DE LAS SOCIEDADES. ES UN ELEMENTO DE LA PERSONALIDAD, MIENTRAS QUE LAS SIGLAS QUE LAS ACOMPAÑAN DETERMINAN EL RÉGIMEN JURÍDICO QUE LAS RIGE. Del examen de los artículos 87 y 88 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, 2693, fracción II y 2699 del Código Civil para el Distrito Federal, se concluye que tanto en las sociedades anónimas, como en las sociedades civiles, la denominación o razón social es distinta a las siglas que las acompañan. Dicha determinación es acorde a lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 130/2006-PS, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 97/2007, en la cual estableció que: "... el nombre o denominación de una persona moral, trátese de una sociedad civil o mercantil e incluso de una asociación civil, se encuentra integrado por la palabra o palabras que sirvan para distinguirla de manera específica y no propiamente por aquellas en las cuales se precise el tipo de sociedad o asociación al que correspondan, pues no obstante que estas últimas son necesarias para establecer las leyes por las cuales habrán de regirse tales entes jurídicos, no forman parte de su nombre o denominación.". Por su parte, este Tribunal Colegiado advierte que dicha determinación se justifica, a su vez, porque en la constitución de una persona moral aparece una nota distintiva esencial, entendida como la disposición de sus integrantes de crear una persona jurídica distinta de ellos; esto es, una sociedad con atributos propios. Luego, resulta indispensable identificarla y distinguirla de las demás, para lo cual, le es asignada una denominación o razón social. En tal virtud, la denominación surge como un elemento de la personalidad. Es decir, un atributo a partir del cual se puede identificar a la sociedad como sujeto de derechos y obligaciones. Ahora, es importante destacar que la denominación es un atributo de la personalidad, mas no es la personalidad. En otras palabras, el nombre de la empresa no es titular de derechos y obligaciones, sino la persona propietaria de la denominación es quien puede exigir las prerrogativas establecidas a su favor. En ese sentido, la denominación o razón social debe desvincularse de las siglas que le siguen, porque aquélla se refiere a un elemento de su personalidad y éstas al régimen jurídico bajo el cual se rige.”
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

En ese orden de ideas, es inconcuso que la parte actora acredita su interés jurídico en el juicio que nos ocupa, pues reúne los dos requisitos básicos, a saber, el primero, bajo la hipótesis de que el acto impugnado existe, consiste en saber cuál es su contenido, del cual se pueda conocer quiénes son los sujetos a los que está dirigido y a quiénes, ese acto, pueda afectar en su esfera jurídica; y, el segundo, las cualidades jurídicas de quien promueve y que permitan determinar que se trata de uno de los sujetos a quien el acto reclamado afectan en su esfera jurídica; lo anterior, ya que la resolución controvertida es dirigida a la negociación mercantil ubicada en la **********, de esta Ciudad Capital, la cual tiene como razón social “**********”, independientemente del “nombre comercial” del citado establecimiento, consistente en la discoteca “**********”, persona moral la cual, como ya se dijo en el Considerando anterior, es representada válidamente por el C. **********; de ahí que es inconcuso la parte actora cuenta con el interés jurídico y la legitimación activa para comparecer a juicio a demandar la nulidad de la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 03 y 021 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada de esta Primera Sala Unitaria, el concepto de impugnación marcado como “Único”, fracciones I y V, resulta fundado y suficiente, para declarar la nulidad de la resolución impugnada, atento a las consideraciones que a continuación se exponen.

En la parte relativa del concepto de impugnación señalado como “Único” del escrito de demanda, la parte actora aduce sustancialmente que la resolución impugnada es ilegal, toda vez que contraviene lo dispuesto por los artículos 197, 199, 200, 201 y 202 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 93, 94 y 95 del Reglamento de Ecología del Municipio de San Luis Potosí; en relación con el artículo 16 de la Constitución Federal, pues en el caso concreto, no existió una orden de inspección escrita, con firma autógrafa y expedida por autoridad competente a nombre de la hoy actora, por lo que el Inspector decide pasar por alto tal orden e infraccionar sin permiso o facultad previa, lo cual la deja en estado de indefensión, en virtud de que el precepto último citado, dispone que: “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.”, lo cual no sucedió.
Asimismo, la parte actora sostiene que la autoridad demandada no cumple con el principio de la debida fundamentación y motivación reconocido en el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, toda vez que en la boleta de infracción funda su competencia sólo en el artículo 4° transitorio, sin señalar de qué ley, reglamento, acuerdo o decreto se refiere, no obstante su obligación de citar la ley, reglamento, acuerdo o decreto, así como el artículo, fracción, inciso y subinciso que le otorgue la atribución para emitir el acto, pues de lo contrario la carga caería sobre el gobernado al tener que averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándola en estado de indefensión, pues ignora cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana.
Ahora bien, en relación a la aseveración de la parte actora, en el sentido de que no se cumplieron con las formalidades que exigen, entre otros, los artículos 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 93 del Reglamento de Ecología del Municipio de San Luis Potosí, en relación con el artículo 16 de la Constitución Federal, a consideración de esta Sala Unitaria resulta fundado.

Al respecto, debe destacarse, que la práctica de una visita de verificación o inspección, requiere de la previa expedición de una orden escrita emanada de autoridad competente, según lo dispuesto por el artículo 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 93 del Reglamento de Ecología para el Municipio de San Luis Potosí.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcriben los preceptos legales citados:

REGLAMENTO DE ECOLOGÍA PARA EL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTÍCULO 93. En el ámbito de competencia Municipal, las visitas de inspección en materia de protección ambiental, solo podrán ser realizadas por el personal debidamente autorizado por la Dirección y se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 69 al 76 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse: 

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita; 

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita, 

IV. El alcance que deba tener, y 

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.”
De la interpretación sistemática de los preceptos transcritos, se colige que las visitas de inspección en materia de protección ambiental, sólo podrán ser realizadas por el personal autorizado mediante orden escrita con firma autógrafa expedida por la Dirección de Ecología y Aseo Público Municipal, en la que deberá precisarse: el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita; el lugar o zona que ha de verificarse; el objeto de la visita; el alcance que deba tener; y las disposiciones legales que lo fundamenten. 

No obsta a lo anterior, se precise que la referidas visitas se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 69 al 76 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues cabe aclarar, que dicho ordenamiento fue abrogado al entrar en vigor el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, por ende, éste último ordenamiento en los preceptos correlativos resulta aplicable en la especie, ya que durante su vigencia fue que se verificó el acto de inspección en cuestión; lo que además, se debe decir que en el orden constitucional, tal principio de seguridad jurídica, tiene su origen en el artículo 16 ante penúltimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que regula las visitas domiciliarias, con las mismas formalidades que los cateos, que requieren de una orden para realizarse, según lo disponen los párrafos primero y décimo primero del mismo precepto, que se transcribe en la parte que interesa:

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

Párrafo reformado DOF 15-09-2017

…
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

… 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos.

(…)”
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis del tenor siguiente:

Época: Décima 

Registro: 2010568 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.1o.A.E.94 A (10a.) 

Página: 3567 

“ORDEN DE VERIFICACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA. LA SUSTENTADA EN EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEBE CUMPLIR, TANTO LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN ESE PRECEPTO, COMO LOS SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, RELATIVOS A LAS FORMALIDADES PRESCRITAS PARA LOS CATEOS. El artículo 63 mencionado prevé que los verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de una orden escrita con firma autógrafa, expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse el lugar o zona que verificarán, así como el objeto de la visita, el alcance que deba tener y las disposiciones en que se funde. Asimismo, ese tipo de actuaciones debe ajustarse al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por cuanto a las formalidades prescritas para los cateos, entre las que se encuentran que: 1) nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito; 2) éste debe ser emitido por autoridad competente; 3) que funde y motive la causa legal del procedimiento; 4) exprese el lugar que ha de inspeccionarse; 5) la persona o personas a las cuales se dirige; 6) el objeto de la visita; 7) se levante un acta circunstanciada ante la presencia de dos testigos; 8) el visitado sea quien los designe y, únicamente en su ausencia o ante su negativa, la autoridad que practique la diligencia podrá nombrarlos; y, 9) que se sujete a lo dispuesto por las leyes respectivas. Por tanto, para que la actuación de la autoridad al momento de llevar a cabo una visita de verificación administrativa se ajuste a derecho, es indispensable que se realice conforme a lo regulado en los preceptos mencionados, pues de su contenido se advierte que la afectación a la privacidad del domicilio de una persona exige, para considerarse válida, el cumplimiento de ciertas formalidades, por tratarse de un derecho público subjetivo.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Razones por las cuales es fundado el argumento de la parte actora, ya que el Inspector previo a practicar las visita de inspección en materia de protección ambiental en cuestión, debió contar con una orden escrita con firma autógrafa de autoridad competente que lo legitimara para tal efecto, lo cual en la especie, no sucedió.
Acorde a lo antes expuesto, si en el presente asunto el día 15 de junio de 2019, el Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, practicó la vista de inspección al establecimiento de la hoy actora con giro de discoteca “**********”, ubicado en **********, sin que previamente contara con la orden escrita con firma autógrafa de autoridad competente que lo legitimara para realizar la citada diligencia, lo que de suyo trascendió a la emisión de la Boleta de Infracción con número de folio ********** de quince de junio de dos mil diecinueve, tales circunstancias generan que los referidos actos sean ilegales, actualizando la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que conforme a las consideraciones antes expuestas, los referidos actos se emitieron en contravención de las disposiciones aplicables, en particular las contenidas en los artículos 93 del Reglamento de Ecología para el Municipio de San Luis Potosí y 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en los diversos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, por lo que no puede dárseles efecto jurídico alguno en perjuicio de la parte actora.

Aunado a lo anterior, en cuanto a la manifestación de la impetrante en el sentido de que la autoridad demandada no cumple con el principio de la debida fundamentación y motivación reconocido en el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, toda vez que en la boleta de infracción funda su competencia sólo en el artículo 4° transitorio, sin señalar de qué ley, reglamento, acuerdo o decreto se refiere; tal planteamiento a consideración de esta Primera Sala Unitaria resulta igualmente fundado.
La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
En el expediente del presente juicio a folio 056, obra la resolución impugnada consistente en la Boleta de Infracción con número de folio ********** de quince de junio de dos mil diecinueve, levantada por Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la cual se consigna lo siguiente:

“Artículos que facultan a esta Autoridad para imponer la sanción correspondiente: 4° Transitorio (sic)”
Conforme a las anteriores consideraciones, resulta insuficiente la fundamentación de la competencia del Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que no se desprende la facultad para determinar la infracción imputada, ya que no se citó el precepto legal que le otorgara tal atribución en particular, ya que para cumplir con la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la emisión del documento que contiene el acto de molestia, resultaba necesario que precisara en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, lo cual no sucedió en la especie, al referir de manera imprecisa a un artículo “4° Transitorio (sic)”, ya que no precisa el ordenamiento legal al cual pertenece.

Solamente así, se acreditaría fehacientemente que Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que es la autoridad quien se le atribuye la emisión de la resolución impugnada, estaría en condiciones de determinar la infracción que en ésta se contiene; de ahí la necesidad de que fuera plasmado en el referido acto materia de controversia, el fundamento legal en forma específica, para que el particular se imponga de que efectivamente, la autoridad que emite el acto de molestia, en este caso mediante el cual se le determina la comisión de una infracción en materia de protección ambiental, está facultada para actuar en la forma en que lo hace.

Sin que sea óbice a lo anterior, también citara el artículo 11, fracción VI del del Reglamento de Ecología para el Municipio de San Luis Potosí, que establece:
“ARTÍCULO 11. Son autoridades municipales competentes para la aplicación de este Reglamento:

…

VI. Los y las Inspectores/as de Ecología;

(…)”
De cuyo contenido, únicamente se prevé que son autoridades competentes para la aplicación del citado Reglamento, entre otros, los inspectores de ecología, empero, no se establece competencia especifica alguna para emitir el acto de molestia combatido.

En efecto, pues como lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el criterio jurisprudencial citado en párrafos precedentes, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, por ende, en tratándose de la competencia de la autoridad con la finalidad de cumplir con dicha garantía de fundamentación, resulta necesario que las autoridades precisen en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría, como en la especie, cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana.

En esas condiciones, es de considerarse que la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, no se encuentra debidamente fundada la competencia del Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para emitirla, al no señalarse con precisión en el mismo, el artículo, fracción, inciso o apartado con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorga la facultad para adoptar la competencia conferida en perjuicio de la hoy actora, lo que violenta la garantía de seguridad jurídica consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo antes expuesto se ve robustecido con la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

En ese sentido, se tiene que todo acto de autoridad, deberá de estar debidamente fundado y motivado, debiendo contemplar de manera indubitable la competencia para llevar a cabo el acto de autoridad, por lo que en esas circunstancias, deviene ilegal el acto impugnado consistente en la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, levantada por Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, el referido oficio fue emitido sin la debida fundamentación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal, respecto de la facultad para ejercer el acto de autoridad; razón por la cual esta Primera Sala Unitaria considera que contraviene lo dispuesto en el artículo 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II del propio Código Procesal, en consecuencia, tal acto de molestia, se reitera, no puede surtir efecto legal alguno en la esfera jurídica de la actora.

La presente resolución no prejuzga respecto a la competencia del Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, sólo resuelve sobre la litis planteada por la parte actora, esto es, la falta de fundamentación de dicho extremo en la resolución impugnada mediante la cual se le determina la comisión de una infracción en materia de protección ambiental.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, levantada por Inspector **********, adscrito a la Dirección de Ecología y Aseo Público del Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en las fracciones II y IV del artículo 250, del Código en mención.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de este fallo.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228 y 229, interpretados a contrario sensu, así como en los diversos 249, 250, fracciones II y IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la Boleta de Infracción con número de folio ********** de **********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
